	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.

 

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales e indemnización por lucro cesante y daño moral sigue el ciudadano NIXON JOSÉ MARCANO ZABALA, representado judicialmente por los abogados Luis José Villarroel y Luis José Villarroel Cabello y Mary Gabriela Raga Sanz, contra la sociedad mercantil ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A. y OPERADORA CERRO NEGRO, S.A. (O.C.N.), representadas judicialmente por los abogados Yarisma Losada, como apoderada judicial de la primera y Ricardo Bellorin Ojeda, como apoderado judicial de la segunda; el Tribunal Superior Primero Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, dictó sentencia en fecha 29 de junio del año 2004, siendo publicada en fecha 07 de julio del mismo año, mediante la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandante, confirmando así el fallo apelado que declaró parcialmente con lugar la demanda. 

 

Contra el fallo anterior anunció recurso de casación la abogada Mary Gabriela Raga Sanz, actuando en su carácter de apoderado judicial de la parte actora, el cual una vez admitido, fue oportunamente formalizado por el abogado Luis J. Villarroel. No hubo contestación a la formalización.

 

En la oportunidad fijada para la realización de la audiencia, concurrieron las partes y expusieron sus alegatos en forma oral y pública.

 

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales pasa esta Sala de Casación Social a reproducir la sentencia dictada en fecha 30 de noviembre del año 2004, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

 

RECURSO DE CASACIÓN

-I-

 

De conformidad con el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia que la recurrida incurrió en los vicios de motivación contradictoria y silencio de pruebas.

 

Sobre el particular alega el formalizante lo siguiente:

 

“...existe evidente contradicción entre el hecho alegado en la demanda como generador de los daños y perjuicios causados a mi representado y los motivos en que se fundamenta la Jueza Superior Transitoria del Trabajo para las conclusiones de la sentencia recurrida.  Pues, estos últimos no guardan ninguna relación con la pretensión deducida, verificándose manifiesta incongruencia con respecto a los términos en que quedó circunscrita la litis. Vale decir, que la alegación de la parte actora concerniente en que el trabajador estuvo durante treinta días recluido en la garita de vigilancia, no es un hecho controvertido en la litis, puesto que las codemandadas no lo rechazan, sino que, por el contrario, hacen valer una inspección judicial practicada por el Juez de Juicio en las instalaciones de la empresa, de la cual se deduce que la caseta o garita de vigilancia no es un lugar incomodo y cuenta con luz, baño y sillas; sin embargo, el fundamento y motivo esencial de la presente acción es la de denunciar que el actor de la demanda luego de su reincorporación a la empresa, fue sometido a una cruel situación de ilegítimas privaciones, que redundaron en la pérdida parcial de su libertad y de su derecho a la comunicación con los otros trabajadores de la empresa. Es el caso, Ciudadano Magistrado, que la representación del patrono identificados (Sic) en el libelo, quedó molesta por la forzada reincorporación del trabajador, por lo cual trató por todos los medios de forzarlo a renunciar a la relación laboral; hechos éstos que se han repetido en la codemandada. A tal efecto, la representación patronal le ordenó al trabajador permanecer en la caseta de vigilancia desde la (sic) 7:00 a.m. hasta las 12:00 m., y desde  las (sic) 1 p.m. hasta las 4:00 p.m., pero no ejecutando alguna actividad relacionada con la vigilancia, sino, que debía permanecer dentro de la caseta sentado en una silla, impidiéndole salir y comunicarse con otras personas. Y es eso precisamente, uno de los hechos denunciados como ilícitos atribuibles a la empleadora.

 

El vicio procesal de defecto de actividad por inmotivación también se manifiesta por el hecho de que la sentencia recurrida no se pronunció sobre los medios probatorios aportados y evacuados por la actora con el objeto de demostrar los hechos alegados, configurándose el vicio procesal de silencio de prueba. La recurrida omite en forma absoluta toda consideración sobre los elementos probatorios existentes de autos, silenciándolos o no analizándolos, lo cual ha sido criterio constante de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, toda vez, que es deber impretermitible del Juez examinar cuantas pruebas sean aportadas a los autos, a objeto de no incurrir en la violación de la regla general sobre el examen de las pruebas previsto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al nuevo régimen laboral por remisión directa del artículo 11 de la Ley Orgánica del Trabajo y 69 ejusdem. (pág 641, Jurisprudencia de Ramírez & Garay, Tomo CCIX, sentencia 475-04 A).

 

La sentencia recurrida no analizó las pruebas promovidas por la parte actora en la oportunidad legal, desvirtuando así los supuestos constitutivos del hecho ilícito devenidos de (sic) desacato en que incurrió la demandada, como fundamento legal del lucro cesante y el daño moral reclamado. A tal efecto, el artículo 70 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, prevé que los medios probatorios son los que ella misma determina, los previstos en el Código de Procedimiento Civil y en otras leyes de la República. Igualmente, el artículo 71 ejusdem, establece, que cuando los medios probatorios sean insuficientes para formar la convicción, el juez esta llamado a ordenar la evacuación de otros medios probatorios adicionales que considere conveniente. De lo que se colige, que la Juez Superior debió considerar el Principio de Equilibrio Procesal para proceder a estimar las pruebas, por que es evidente que entre patrono y trabajador no existe igualdad. A tal efecto expresa el profesor Parra Quijano que “no hay peor injusticia que tratar como iguales a quienes son desiguales”; traigo esto a colación Ciudadano Magistrado, en virtud que la sentencia recurrida expresa, que no fue probado el hecho ilícito; sin llegar a considerar quien juzga lo difícil que es para el trabajador probar determinados hechos como violatorios de sus derechos constitucionales y laborales, máxime cuando este se encuentra fuera del alcance de los medios idóneos para hacer valer lo alegado; lo cual ha sido inspiración para insertar los auxilios probatorios en la novísima Ley Procesal del Trabajo. Hago de su conocimiento que, ha sido practica constante en esta región, que si un trabajador sirve como testigo a otro que ha interpuesto una demanda en contra de una empresa del sector petrolero o de construcción; éste es incluido en una ‘lista negra’ y se le cierran las posibilidades de volver a prestar el servicio a empresas de estos sectores. De manera, que la inspección judicial que pretendió practicar el trabajador demandante con el Juzgado de Municipio Simón Bolívar de esta Circunscripción Judicial, fue impedida de forma grosera por la representación judicial empleadora; pero a la salida de las instalaciones de la empresa y por petición de la representación actora, el Tribunal apreció y dio fe que el trabajador se encontraba confinado en la caseta de vigilancia; lo cual es suficiente para que la Juez de Alzada hiciera valer los auxilio (sic) probatorios establecidos en los artículo (sic) 116 y siguientes de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; en virtud que tal circunstancia la llevaba a presumir que el trabajador no se encontraba en ese lugar prestando un servicio, sino que, la afectación a sus derechos consistía en que el patrono lo tenía privado de libertad durante el tiempo destinado a su jornada de trabajo diaria; humillándolo y colocándolo al escarnio público y amenazado por la escolta del Director General de la empresa; quien ejerció un poder y unas facultades que no derivan de ninguna Ley ni de la Constitución.”

 

 

Para decidir la Sala observa:

 

La doctrina ha señalado que la inmotivación es un vicio de la sentencia producido por el incumplimiento de un requisito intrínseco de la decisión cuando ésta carece de los motivos de hecho y de derecho. En este sentido, es pacífico y reiterado de la casación, que resulta inmotivado el fallo que carece absolutamente de motivos, no aquel en el cual los motivos son escasos o exiguos. Asimismo, la doctrina ha señalado que hay falta absoluta de fundamentos, cuando los motivos del fallo, por ser impertinentes, contradictorios o integralmente vagos o inocuos no le proporcionan apoyo alguno al dispositivo de la sentencia, que constituye la verdadera finalidad de la pretensión. Igualmente existe inmotivación absoluta y por lo tanto el fallo es nulo, si el juez no expresa los motivos en que fundamenta la decisión respecto a un punto específico de la controversia de cualesquiera de las cuestiones planteadas, bien sean de hecho o de derecho.

 

Ahora bien, en el sistema de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo cuando la misma señala como motivo de casación la falta de motivos, debe entenderse literalmente, aun y cuando no lo precisa la norma, como la falta absoluta de motivos, que se da cuando no se expresa motivo alguno, esto es lo que denominó la jurisprudencia, la primera hipótesis de inmotivación, es decir, cuando la sentencia no contiene materialmente ningún razonamiento de hecho ni de derecho en que pueda sustentarse el dispositivo, caso que aunque no es frecuente, sí se presenta, porque como ya se expresó, la motivación exigua, breve, lacónica, no es inmotivación pues en tal caso la Sala podrá controlar la legalidad de la decisión tanto en el establecimiento de los hechos como en la aplicación del derecho. En segundo lugar, existe contradicción en los motivos, cuando las razones del fallo se destruyen entre sí. En tercer lugar, es inmotivación el error en los motivos, la cual no se refiere a que los motivos sean errados o equivocados sino cuando los motivos expresados no guardan ninguna relación con la pretensión deducida y con las excepciones o defensas opuestas, caso en el cual los motivos aducidos a causa de su manifiesta incongruencia con los términos en que quedó circunscrita la litis, deben ser tenidos como jurídicamente inexistentes. En último lugar, es inmotivación la falsedad o manifiesta ilogicidad de la motivación, lo cual se presenta cuando los motivos son tan vagos, generales, inocuos o absurdos que se desconoce el criterio jurídico que siguió el juez para dictar su decisión.

 

En cuanto al vicio de silencio de pruebas, la Ley Orgánica Procesal del Trabajo expresamente no lo señala como motivo de casación, sin embargo, ha sido criterio constante de esta Sala el de incluir dentro de las hipótesis de inmotivación el denominado vicio. 

 

Pues bien, en este orden de ideas, se ha expresado en innumerables sentencias que uno de los supuestos que sustenta el vicio de inmotivación por silencio de pruebas es el hecho de que la recurrida omita de manera total o parcial el análisis sobre una o todas las pruebas promovidas, por lo que en este sentido, los jueces tienen el deber impretermitible de examinar cuantas pruebas se han aportado a los autos para de esta manera no incurrir en la violación de la regla general sobre el examen de las pruebas previsto en el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil, artículo aplicable al nuevo régimen laboral por remisión directa del artículo 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

Asimismo, esta Sala precisa señalar, en virtud del principio de la comunidad de la prueba y del principio de la adquisición procesal, que este vicio puede ser denunciado por cualquiera de las partes, por cuanto una vez que la prueba es incorporada al expediente, escapa de la esfera dispositiva y pertenece al proceso, lo que autoriza al juez para valorarla con independencia de quien la promovió.

 

Pues bien, para que una sentencia se considere fundada en los hechos del expediente, el juez debe examinar todas las pruebas que se hayan producido, aun aquellas que a su juicio no sean idóneas para ofrecer algún elemento de convicción, expresando siempre su criterio al respecto. El juez no puede escoger algunos elementos probatorios para sustentar su determinación y silenciar otros, está obligado por el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil y el artículo 69 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, analizar y juzgar todas las pruebas.

 

Pues bien, consecuente con lo anterior y en base al primer punto aducido por el formalizante, esta Sala constata que aun y cuando se haya alegado el vicio de motivación contradictoria, de la fundamentación de la denuncia, así como de lo dicho en la audiencia oral y pública, se pudo constatar que lo querido alegar por el recurrente fue el vicio de error en los motivos, por lo que esta Sala entra a conocer la presente delación bajo este supuesto de casación. 

 

Así las cosas, se alega el vicio de error en la motiva, por cuanto, a decir del recurrente, los motivos en que se fundamenta la recurrida no guardan ninguna relación con la pretensión deducida, es decir con el hecho ilícito alegado en la demanda como generador de los daños y perjuicios causados al trabajador; verificándose con esto una manifiesta incongruencia con respecto a los términos en que quedó circunscrita la litis. En este sentido, continúa exponiendo quien formaliza, que el fundamento de la acción fue el de denunciar que una vez reincorporado el trabajador a su sitio de trabajo, fue sometido por la empresa demandada a una cruel situación de ilegítimas privaciones que redundaron en la pérdida parcial de su libertad y de su derecho a la comunicación con los trabajadores de la empresa, constituyendo estos hechos un ilícito atribuible a la empleadora.

 

En virtud de lo anterior, esta Sala estima conveniente transcribir los hechos soberanamente establecidos por el sentenciador de alzada para su posterior revisión y análisis, lo cual hacemos de la siguiente manera:

 

“La representación judicial del actor en la oportunidad de la celebración de la Audiencia Oral y Pública, fundamentó su inconformidad con la sentencia recurrida, en relación al reclamo del daño moral y del lucro cesante ocasionado por el hecho ilícito de la codemandada ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., al considerar que al trabajador actor se le privó de comunicación al destinarlo a prestar sus labores en una caseta de vigilancia, invocando la aplicación de los artículos 112 y 457 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Por su parte, la representante judicial de la empresa ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., sostuvo que la decisión del a quo se encuentra ajustada a derecho, por cuanto el hecho ilícito alegado no fue probado; que el actor peticiona en su libelo un bono de terminación de obra, lo que hace presumir que daba por concluida la obra para la cual trabajaba y que en la inspección judicial realizada en autos se constata que la caseta de vigilancia cumple con todas las comodidades, por lo que su representada no incurrió en hecho ilícito alguno al reincorporar al trabajador actor a la empresa.

 

A su vez, el representante de la sociedad mercantil OPERADORA CERRO NEGRO, S.A, expresó en la Audiencia de Parte que el tiempo de solidaridad de las obligaciones que mantuvo con la codemandada principal se extiende desde el 29 de febrero de 2000 hasta el 01 de agosto de 2000 y que hay ausencia de pruebas en cuanto a la procedencia del daño moral y del lucro cesante.

 

Corresponde a este Tribunal emitir pronunciamiento, sobre la procedencia de los conceptos de daño moral y lucro cesante invocados por ante esta instancia y que fueren declarados improcedentes por la recurrida.

 

Al respecto, observa este Tribunal Superior, en el caso sub iudice, que el ciudadano NIXON JOSÉ MARCANO ZABALA, sostiene en su escrito libelar que luego de haber sido despedido en fecha 01 de agosto de 2000, estando amparado de inamovilidad, acudió por la vía administrativa y por vía jurisdiccional a solicitar su reenganche y pago de salarios caídos, logrando obtener decisión a su favor mediante la cual se ordenó su reincorporación a la empresa ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., en fecha 6 de noviembre de 2002. Así mismo, señala el actor que una vez reincorporado fue ‘obligado’ a trabajar en una caseta de vigilancia que estaba en malas condiciones y que en fecha 6 de diciembre de 2002, al no cancelárseles (sic) las utilidades respectivas, procedió a renunciar justificadamente, demandando entonces, el pago de prestaciones sociales, lucro cesante y daños morales tanto a ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., como a la empresa OPERADORA CERRO NEGRO, S.A., (O.C.N.).

 

Igualmente, alega la parte apelante que la actuación de la primera de las codemandadas referente a la ‘reclusión’ del trabajador actor en la caseta de vigilancia, motivó que el mismo se encontrara privado de comunicación y fuera sometido a vejámenes, discriminaciones y humillaciones, que conllevaron a la materialización de un hecho ilícito por parte de la empresa codemandada ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., configurándose un estado de dolor, pena y vergüenza en el actor que constituyen el fundamento de los daños cuyas indemnizaciones reclama.

 

Ahora bien, siendo que el actor solicita el pago de los conceptos de daño moral y lucro cesante a las empresas reclamadas, estima este Tribunal que el mismo debió traer a los autos la prueba de la actuación ilícita atribuible a la empleadora; es decir, no bastaba la simple alegación de que se le hubieren producido daños y perjuicios materiales y daños morales, pues conforme a los reiterados criterios jurisprudenciales, tenía la carga el demandante de demostrar el hecho generador del daño que reclama.

 

En tal sentido, de la revisión de los medios probatorios cursantes en autos, traídos por la parte demandante, específicamente el referido a la inspección judicial que se practicare en las instalaciones de la empresa codemandada ZARAMELLA & PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., en la caseta de vigilancia donde sostuvo la representación judicial del actor ‘se recluyó’ a su representado una vez que se produce la reincorporación a su trabajo (folios 443 y siguientes), se observa: ‘...dentro del área aproximada de la caseta de vigilancia se encuentra un baño con las siguientes dimensiones... y esta provisto de las siguientes instalaciones: 1 puerta; 1 poceta color blanca... 1 lavamano... La Caceta (sic) de vigilancia tiene tres ventanas, piso de cerámica, una puerta de acceso de madera y vidrio, las ventanas tienen rejas de protección y puertas de hierro y vidrio, cada una de las ventanas tienen persianas instaladas, para la iluminación esta adosada al techo una lámpara fluorescente con bombillo encendida (sic), hay un escritorio de hierro y madera con tres gavetas, hay una silla de hierro con asiento y respaldar acolchado...’ (SIC). De lo parcialmente transcrito se concluye, tal y como lo señalara el a quo, que la referida caseta reúne la (sic) condiciones necesarias para el desempeño de las funciones que como vigilante debía realizar el trabajador actor.

 

En consecuencia, estima necesario advertir este Tribunal que al proceder la empresa ZARAMELLA PAVAN CONSTRUCTION COMPANY, S.A., a reincorporar al trabajador en acatamiento de la decisión dictada en jurisdicción contencioso administrativa, a un cargo distinto para el cual fue contratado, cumplió con su obligación de hacer y, la circunstancia de que no pudiera hacerse en el cargo donde originariamente prestó servicios, dado que tal y como expresamente sostiene el actor en su libelo de demanda al solicitar el bono por terminación de obra, la actividad para la cual fue contratado inicialmente había finalizado, no puede considerarse como un hecho ilícito tal actuación de la codemandada y así se establece.
 

Aunado a lo anterior, al no haber quedado demostrado de las actas procesales acción culpable o dolosa de las empresas reclamadas en el hecho generador del daño, no pudiendo derivarse de ello, relación alguna de causalidad entre el hecho ilícito alegado no demostrado ni probado y los supuestos daños sufridos por el accionante, es por lo que estima esta juzgadora que en el presente caso debe declararse improcedente la reclamación realizada a las empresas codemandadas en el pago de las indemnizaciones por los conceptos de daño moral y lucro cesante, tal y como fuera dictaminado por el tribunal de instancia.”

 

 

Como se puede observar, de la transcripción anteriormente expuesta, no se constata la existencia del vicio alegado, pues contrariamente a lo aducido por el recurrente, el sentenciador de alzada decidió conforme a lo aducido por el actor en su libelo, es decir, al supuesto hecho ilícito generador del daño moral y del lucro cesante. En consecuencia, la recurrida guarda perfectamente relación con la pretensión deducida y con las excepciones o defensas opuestas. 

 

En segundo lugar, alega quien recurre que el sentenciador de alzada incurrió en el vicio de silencio de pruebas, por cuanto no se pronunció sobre los medios probatorios aportados y evacuados por la actora.

 

Pues bien, como también se puede observar de la transcripción anteriormente expuesta, la parte actora fundamentó su apelación solamente con relación al reclamo por daño moral y lucro cesante, en este sentido, el juzgador de alzada analizó las pruebas que había aportado el actor -que de hecho era quien tenía la carga probatoria- para demostrar el hecho ilícito alegado, específicamente la prueba referida a la inspección judicial que se practicara en las instalaciones de la empresa Zaramella & Pavan Construction Company, S.A. Por lo tanto, esta Sala de Casación Social considera que la sentencia recurrida no incurrió en el vicio de silencio de pruebas.

 

Por consiguiente y por las razones anteriormente expuestas se declara improcedente la presente denuncia analizada. Así se decide.

 

II

 

De conformidad con el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la existencia de un error de juzgamiento por la falta de aplicación de una norma jurídica vigente.

 

Sobre el particular alega el formalizante lo siguiente:

 

“...denuncio la existencia de error de juzgamiento, que deviene por la falta de aplicación de una norma jurídica vigente, toda vez que el actor de la demanda fue despedido cuando gozaba del derecho de inamovilidad especial a que se contrae el Decreto N° 892, emanado del Ejecutivo Nacional. En consecuencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo, el patrono debió solicitar la anuencia del Inspector del Trabajo para proceder al despido, y en todo caso, mantener al trabajador activo en la empresa durante el procedimiento, de conformidad con lo establecido en el artículo 457 ejusdem. Y, la sentencia recurrida no se pronuncia con respecto a (sic) al incumplimiento de las referidas normas de orden público, como tampoco, del reiterado desacato en que incurrió la empleadora cuando se negó a reincorporarse al trabajador, aún cuando la orden deriva de una Providencia Administrativa inapelable; no acató el mandamiento de Amparo Constitucional que emanó del Tribunal Superior Civil y Contencioso Administrativo de la Región Nororiental, ni valoró lo previsto en el artículo 93 Constitucional, que deja sin efecto los despidos producidos en contravención de la Carta Magna. Si la Jueza Superior Transitorio del Trabajo hubiere apreciado las normas señaladas, tal como es su deber, obligatoriamente el despido se hubiese considerado como no hecho, y en consecuencia, el pedimento indemnizado por Lucro Cesante, que tiene su fundamento en que el empleador privó ilegítimamente al actor de la demanda a continuar activo en la empresa, hubiese sido declarado con lugar.”

 

 

Para decidir la Sala observa:

 

El recurso de casación persigue la nulidad del fallo dictado en contravención de la ley. Sus efectos anulatorios ponen de manifiesto la importancia de este medio de impugnación, que sólo procede en esta casación en materia laboral, por los motivos señalados en los ordinales 1º, 2º y 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

En este sentido, se requiere que la formalización del recurso de casación cumpla con los siguientes requisitos: 1°) La indicación de los supuestos de casación contenidos en el artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; 2°) La cita o el señalamiento de los artículos que se consideren infringidos; y 3°) Las razones o fundamentos en que se apoya la denuncia, para así evidenciar en forma precisa dónde se localiza el vicio que se delata. 

 

Pues bien, del estudio de la denuncia que nos ocupa, se puede constatar que si bien el recurrente fundamenta la misma en el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, no indica sin embargo en cual infracción de las contenidas en dicho ordinal, incurrió el sentenciador de la recurrida, carga ésta impuesta al formalizante y que al incumplirse no puede ser asumida por la Sala.

 

Por consiguiente y por las razones anteriormente expuestas, se desecha la presente denuncia. Así se decide.

 

DECISIÓN

 

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: SIN LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandante contra el fallo dictado por el Juzgado Superior Primero Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui de fecha 29 de junio del año 2004, publicado en fecha 07 de julio del mismo año

 

Se condena en costas al recurrente, de conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Juzgado Tercero Transitorio de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, a los fines legales consiguientes. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes mencionado.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los nueve   (09) días del mes de diciembre  del año 2004. Años 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ
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________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO
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_______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO
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